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RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCESO: 

 

DEMANDA 

 

Con fecha 30 de setiembre de 2010, Jorge Molina Moumenn, debidamente representado 

por Jose Victor Gonzales Paz Soldan, interpuso demanda de desalojo por ocupante 

precaria contra la Academia Von Neumann y Julio Cesar Guillen Tejada, a fin de que 

cumpla con restituir las unidades inmobiliarias de: las unidades inmobiliarias de la tienda 

comercial N° 01, situada en el primer piso; la oficina N° 02 y la oficina N° 05 ambas 

situadas en el segundo piso ubicados en la Avenida Goyeneche N° 329, provincia de 

Arequipa. Y como acumulación accesoria originaria: el pago de daños y perjuicios por 

lucro cesante por la suma de $18, 000.00 (Dieciocho Mil 00/100 Dólares Americanos); 

y el pago de costos y costas del proceso. 

 

Fundamentos de hecho: 

 

El accionante manifiesta que su poderdante, con fecha de 31 de mayo de 1996 adquirió 

el dominio de acciones y derechos del bien inmueble matriz donde se independizó las 

unidades inmobiliarias materia de desalojo, conforme queda acreditado en las Partidas 

Registrales N° 01156843, 01156857 y 01156864. 

 

Que los demandados se han coludido y sin su conocimiento ni autorización han tomado 

posesión indebida de la tienda y oficinas de propiedad de su poderdante desde el año 

2008. 

 

De otro lado, precisa que el apoderado del demandante solicitó personalmente a los 

demandados la entrega de la tienda y oficinas y ellos en un primer lugar se 

comprometieron en su entrega, pero no cumplieron; por ello es que se les citó al centro 

de conciliación extrajudicial para resolver este problema, pero tampoco asistieron, lo 

que le obliga a presentar esta demanda. 

 

En consecuencia, los demandados poseen sin título y tampoco pagan merced 

conductiva. 

 

Con respecto al pago de daños y perjuicios precisa que, con la ocupación indebida que 

tiene el demandado le viene ocasionando una serie de daños y perjuicios ya que su 
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poderdante para la compra de la tienda y oficinas ha hecho una inversión económica 

con la finalidad de obtener ingresos económicos, los cuales no se perciben por la 

negativa de entregar los bienes, privándolo de una fuente de ingresos económicos. 

 

Fundamentos de derecho: 

 

La demanda interpuesta se ampara en los siguientes dispositivos legales: 

 

- Código Civil, art. 911° y art. 923 

- Código Procesal Civil, art. 586 

 

Medios Probatorios: 

 

- Copia legalizada de la Escritura Pública. 

- Las 3 copias certificadas de fichas registrales de SUNARP que acredita el 

dominio de las unidades inmobiliarias materia de Litis. 

- Copia de la carta notarial enviada a los demandados cursada el 12 de julio de 

2009. 

- Copia legalizada del contrato de arrendamiento que acredita cuanto se paga por 

concepto de arrendamiento de la tienda y oficinas en esa zona 

- Copia del acta de conciliación N° 1151-2010 

 

Ante lo expuesto, el juzgado especializado en lo civil procedió a calificar la demanda, 

declarándola inadmisible y otorgó el plazo para la subsanación. Cumplido el mandato, 

se expidió la resolución N° 02 mediante el cual admitió a trámite la demanda en la vía 

proceso sumarísimo, concediéndose traslado a la parte demandada a fin de que 

conteste la misma dentro del término de ley. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

Con fecha 21 de diciembre de 2010, Julio Cesar Guillen Tejada, se apersonó al proceso 

contestando la demanda y rechazando todos los extremos de la misma en virtud de los 

siguientes fundamentos fácticos y jurídicos: 
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Fundamentos de hecho:  

Por su parte, el demandado sostuvo que de lo afirmado por el recurrente es totalmente 

falso ya que este tiene pleno conocimiento que posee un contrato de arrendamiento de 

la tienda y las oficinas. 

Asimismo, indica que en la ficha Registral N°19051 del Registro de Mandatos y Poderes, 

se nombró a Eliana Beatriz Molina Moumenn como apoderada del propietario poder que 

tuvo vigencia desde el año 2001 hasta el 2008. 

Además, precisa sobre un documento, de fecha 01 de junio de 2002, firmado y 

autorizado Eliana Beatriz Molina Moumenn y su esposo Jose Victor Gonzales Paz 

Soldan (hoy apoderado del propietario), mediante el cual se menciona que Yony Yury 

Charca tiene los cargos de Gerente de la asociación Corporación Milenio Siglo XXI y 

administrador del inmueble en cuestión. 

Que, en mérito a dicho documento antes mencionado, es que celebró dos contratos de 

arrendamiento suscrito entre Yony Yury Charca y su persona sobre la tienda y oficinas. 

El primer contrato fue celebrado en la fecha 15 de diciembre del 2005 hasta el 15 de 

enero de 2006; y el segundo contrato de fecha 5 de enero de 2008, el mismo que 

actualmente tienen vigencia. 

El demandado afirma que dado que, cumplió con las obligaciones del contrato de 

arrendamiento, es por ello que no se sintió en la obligación de asistir a la invitación a 

conciliar; razón por la cual tampoco se encontraría obligado a realizar la entrega de la 

tienda y oficinas. 

Fundamentos de derecho: 

- Código Procesal Civil, art. 442, 424, 425 y 442. 

- Código Civil, Título II   

Medios probatorios: 

- La ficha registral N° 19051 del Registro de Poderes y Mandatos de los Registros 

Públicos de Arequipa. 

- El documento (credencial) de fecha 01 de junio del 2002, donde faculta a Yony 

Yury Charca celebrar contratos de arrendamiento. 

- Los dos contratos de arrendamientos celebrados entre Yony Yury Charca y el 
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demandado. 

- Dos recibos de pago por concepto de arrendamiento. 

- Copia literal de la partida N° 110007896 de la asociación Corporación Educativa 

Siglo XXI 

 

Mediante escrito, de fecha 12 de enero de 2011, el demandante solicitó se declare 

rebelde a los demandados. Ante ello, mediante Resolución N° 4, se declaró rebelde al 

codemandado Academia Von Neumann. 

 

AUDIENCIA ÚNICA, SANEAMIENTO PROCESAL Y FIJACIÓN DE PUNTOS 

CONTROVERTIDOS 

Con fecha 24 de julio de 2012, se llevó a cabo la Audiencia Única en el local del 10° 

Juzgado Especializado en lo Civil. Siendo que solamente se contó con la asistencia de 

la parte demandante, más no de la parte demandada. Por ello, se ha dejado constancia 

de la inasistencia de los Julio Cesar Guillen Tejada y Academia Von Neumann. 

Mediante la Resolución N° 23-2012, se declaró saneado el proceso pues han concurrido 

los presupuestos procesales y las condiciones de la acción; y en consecuencia, se ha 

declarado la existencia de una relación jurídica procesal válida conforme a lo regulado 

en el inciso 1 del artículo 465 del Código Procesal Civil. 

Fijación de puntos controvertidos: 

- Determinar si el demandante es propietario y tiene derecho a la restitución de 

los siguientes bienes inmuebles: tienda comercial N° 1 situada en el primer piso, 

oficina N° 2 y N° 5 ambas situadas en el segundo piso. 

- Determinar si los demandados tienen o no la calidad de precarios. 

- Determinar si corresponde ordenar si los demandados están obligados a 

indemnizar por los daños y perjuicios a favor del demandante en la suma $ 18000 

dólares americanos. 

- Determinar si como consecuencia del pago de daños y perjuicios se debe 

ordenar el pago de los intereses correspondientes. 

 



 
 

pág. 7 
 

Mediante Resolución N° 24-20012, el juzgador admitió los medios probatorios de la 

parte demandante y de la demandada Julio Cesar Guillen Tejada y de la Academia Von 

Neumann no se admitieron medios probatorios por haber sido declarado rebelde. Por 

otro lado, se ordenó como prueba de oficio la inspección judicial que se realizará en los 

inmuebles materia de desalojo para su verificación in situ.  

Asimismo, mediante Resolución N° 26-2012, se admitieron como medios probatorios de 

la cuestión probatorias (tachas) deducida por la parte demandante; con respecto al 

documento credencial de fecha 1 de junio del 2002, contrato de arrendamiento del año 

2004, los recibos de pago por concepto de arrendamiento y de la copia literal de la 

Partida N° 11007896 de la asociación Corporación Educativa Milenio Siglo XXI. De la 

parte demandada, no se admitió ninguna cuestión probatoria al no haber absuelto el 

traslado de la misma. 

Luego de ello, conforme indica la norma procesal en cuanto al desarrollo de la Audiencia 

única, correspondería pronunciarse sobre la tacha deducida, la cual mediante 

Resolución N° 27-2012, fue declarada infundada puntualmente porque no se fueron 

acompañados de medios probatorios a fin de acreditar la falsedad y nulidad alegadas y 

tampoco señaló cuál sería la formalidad esencial omitida en los documentos 

presentados por la parte demandada. Asimismo, se le preguntó a la parte demandante, 

por medio de su abogado, que se encontraba conforme con la resolución expedida, 

manifestó que se encontraba conforme con la resolución expedida. 

Conforme a la prelación legal de la actuación probatoria corresponde actuarse en primer 

término la inspección judicial incorporada de oficio; se dispone diferir la audiencia a 

razón de que recién se le ha concedido al demandante el plazo para acompañar la tasa 

judicial correspondiente. 

Con fecha 10 de setiembre de 2012 se da inicio a la continuación de audiencia única 

programada con la concurrencia de la parte demandante, dejando constancia de la 

inasistencia de los demandados. 

La inspección judicial se realizó en las tiendas comerciales sub Litis ubicadas en la 

avenida Goyeneche 329 del cercado de Arequipa, Provincia y Departamento de 

Arequipa conforme se desprende del acta que obra en autos a fojas 264 –266. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Culminando el trámite correspondiente, el Décimo Juzgado Especializado en lo Civil por 

sentencia contenida en Resolución 18 – 2013, de fecha 30 de enero de 2013, declaró 
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improcedente la demanda, al considerar que los demandados tienen la calidad de 

arrendatarios de las unidades inmobiliarias de la tienda y oficinas por haberlo suscrito 

con Yony Yury Charca.  

RECURSO DE APELACIÓN: 

 

Mediante escrito de fecha 14 de febrero de 2013, el abogado Agustín Nuñez Roque de 

la parte demandante Jorge Federico Molina Moumenn interpuso recurso de apelación 

contra la Sentencia N° 18-2013 de fecha 30 de enero de 2013 que declaró improcedente 

la demanda de desalojo por ocupación precaria; sobre la base de los siguientes 

argumentos: 

 

Indica que, en la demanda se invocó la causal de precario y se han presentado medios 

probatorios acreditando la calidad de propietario y la ocupación del demandado. 

 

El recurrente alega que, la sentencia no tiene congruencia procesal ya que no expresa 

lo que realmente se actuó en el proceso y además porque se ha realizado una indebida 

calificación de los medios probatorios. 

 

Asimismo, indica que no socio, accionista o integrante de la asociación Corporación 

Educación Milenio Siglo XXI a la que dice representar Yony Yury Charca Vera quien 

figura como arrendador en los contratos presentados por el demandado en copias 

simples. 

 

Que, el juzgador da por ciertos los documentos presentados en copias simples, 

realizando una indebida valoración de los medios de prueba, ya que al ser presentado 

en copias simples carecen de eficacia probatoria y de su contenido se aprecia que no 

vinculan al propietario con el demandado. 

 

Que, ha formulado tachas contra los medios probatorios presentados en copias simples 

porque según indica son falsos y simulados. 

 

Precisa, que no se cuestiona respecto al contrato de arrendamiento de la tienda N° 6 

del propietario en la demanda porque nunca fue arrendada al demandado y se 

encuentra en posesión por el propietario. 

 

Asimismo, alega que se ha tomado como válido o correcto supuestos contratos suscritos 
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por Yony Yury Charca Vera, sin considerar que esta persona no es propietario y no tiene 

poder alguno del propietario. 

 

De otro lado, no se ha considerado que Jorge Federico Molina Moumenn (propietario de 

las oficinas) no es socio o directivo de la referida asociación, por lo tanto sus bienes no 

pueden administrados por dicha entidad. 

 

Que, no existe el poder que Eliana Molina Moumenn le haya otorgado a Yony Yury 

Charca, para que arriende los bienes de Jorge Molina Moumenn. 

 

Finalmente, que el poder otorgado por Jorge Federico Moumenn a favor Victor Gonzales 

Paz Soldan recién fue otorgado en enero de 2010, haciendo mal que el juzgador en 

considerar que ello lo vincule al pretensor con un supuesto contrato de arrendamiento, 

evidenciándose una indebida valoración de los medios probatorios.  

Mediante Resolución N° 35 de fecha 18 de febrero de 2013, se concedió el recurso de 

apelación interpuesto por Jorge Federico Molina Moumenn con efecto suspensivo, 

ordenándose que se eleven los autos al superior jerárquico. 

La Segunda Sala  Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa a través de la 

resolución N° 38 de fecha 15 de julio del 2013, señaló como fecha para la vista de la 

causa el día 08 de agosto de 2013. 

Posterior a ello, mediante Resolución N° 42 del 02 de setiembre de 2013 la Segunda 

Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa decide revocar la sentencia que 

declaró improcedente la demanda y reformándola la declaró fundada, en base a los 

siguientes fundamentos: 

 

Que, en el caso de autos el actor ha acreditado la propiedad de los inmuebles cuya 

precariedad demanda, desde el 23 de noviembre de 1998, tal como se aprecia de las 

Partidas Registrales N° 01156843, 01156857 y 01156864. 

 

Asimismo, señaló que el codemandado Julio Cesar Guillen Tejada ha negado su 

condición de precario, señalando poseer los inmuebles a título de arrendatario; sin 

embargo, los documentos presentados son copias simples de documentos privados que 

por sí mismas no causan convicción en el Colegiado Superior, ya que tratándose de 

documentos privados para que produzcan eficacia jurídica en el proceso deben ser de 

fecha cierta, tal como prescribe el artículo 245 del Código Procesal Civil, a lo que se 
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agrega que no se ha acreditado con medio probatorio alguno que Eliana Beatriz Molina 

Moumenn sea apoderada de Jorge Federico Molina Moumenn, por lo que no existe 

vínculo jurídico alguno como propietario que legalmente ampare su posesión, siendo en 

consecuencia su posesión precaria. 

 

En relación al cobro de daños y perjuicios, al no haberse acreditado con medio 

probatorio alguno consideró desestimarla. 

 

Contra lo resuelto, el demandado interpuso el recurso extraordinario de casación 

alegando la interpretación errónea de los artículos 245 del Código Procesal Civil e 

inaplicación de normas procesales tales como los artículos 197, 201, 191, 194, 197, 276 

y 256 del Código Procesal Civil, así como la inaplicación de la norma sustantiva de los 

artículos 1666 y 1700 del Código. 

 

Por las consideraciones expuestas la sala suprema declaró procedente el recurso de 

casación. 

 

SENTENCIA CASATORIA: 

 

Finalmente la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República 

resuelve declarar infundado el recurso de casación interpuesto; en consecuencia, no 

casaron la sentencia de vista, que revocó la resolución apelada que declara 

improcedente la demanda, reformándola la declararon fundada; en consecuencia, 

ordenó a la parte demandada cumpla con desocupar la tienda N° 1, las Oficinas N° 2 y 

5; e infundada en el extremo del cobro por los daños y perjuicios. 

 

IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

DEL EXPEDIENTE 

 

Habiendo realizado una evaluación de los actuados presentados por las partes y los 

diversos actos procesales llevados a cabo en mi expediente, identifiqué los siguientes 

problemas principales: 

 

Uno de los problemas que pude identificar en la misma resolución emitida por el a quo, 

es relación al considerando 5.3 al indicar que los documentos presentados por el 

demandado para acreditar su condición arrendataria han presentado los siguientes 

documentos tales como las copias simples de los dos recibos de pago por concepto de 
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arrendamiento, en los que se apreciaría que el demandante ha recibido meses de 

alquiler. Y que si bien son en copia simple, los mismos no fueron tachados por la parte 

demandante por lo que se valoran en el presente proceso. Sobre el particular, sí se 

presentó tacha, con fecha 3 de febrero de 2012, sobre los recibos presentados por los 

demandados, contrario sensu a lo alegado por el juez. 

 

En el considerando N° 5.6 precisa que la carta notarial que se hace el requerimiento de 

devolución de los bienes no convierte en precarios a los demandados con relación 

Resolución al contrato de arrendamiento. Al respecto el IV pleno casatorio estableció un 

precedente vinculante sobre esta situación como en qué casos se estaría frente a un 

ocupante precario. 

 

Asimismo, a fin de determinar si el demandado cuenta con un título que legitime su 

posesión es importante identificar los medios aportados por el demandado a fin de 

cuestionarnos sobre su precariedad. Por lo que, el a quo en su considerando 5.7, 

sostuvo que Yony Yury Charca tenía facultades para arrendar la tienda y oficinas en 

favor el demandado, las cuales el propietario pretende desconocer. Al respecto, daré mi 

opinión sobre esta posición adoptada por el Juez en la parte de la posición 

fundamentada sobre las resoluciones. 

 

Finalmente, consideré incluir un problema en relación a mi expediente, como es 

determinar si lo dicho por la Corte superior de Arequipa en el considerando sexto de la 

sentencia de vista con relación a los documentos privados en copia simple no causan 

convicción en el juez y que estos deben ser de fecha cierta para que produzca eficacia 

jurídica, como lo prescribe en el artículo 245 del Código Procesal Civil. Sobre el 

particular lo detallaré mejor en líneas abajo, el cual tiene importancia ya que de dichos 

medios probatorios se podrá dilucidar si el demandado ha acreditado no ser no ser un 

ocupante precario a fin de generar certeza y convicción en el juez. 

 

POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS INDENTIFICADOS: 

 

El presente análisis en relación a mi expediente civil sobre proceso de desalojo por 

ocupante precario está orientado a enfocar los hechos determinantes de mayor 

relevancia que como pude identificar líneas arriba a fin dar ciertas críticas y posibles 

soluciones desarrollando aspectos generales y señalando cuáles serían las normas 

aplicables más favorables y la doctrina en esos casos. 
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Sobre la sentencia emitida en el juez especializado en lo civil: 

 

Sobre el primer problema señalado, en relación al considerando 5.3 al indicar que los 

documentos presentados por el demandado para acreditar su condición arrendataria 

han presentado los siguientes documentos tales como las copias simples de los dos 

recibos de pago por concepto de arrendamiento, en los que se apreciaría que el 

demandante ha recibido meses de alquiler. Y que si bien son en copia simple, los 

mismos no fueron tachados por la parte demandante por lo que se valoran en el presente 

proceso.  

 

Como bien indiqué sí se presentó tacha sobre ese documento, de fecha 3 de febrero de 

2012, mediante el cual indicó que son recibos en copia simple, falsos y simulados; y que 

no vincularían al propietario ya que de la mencionada asociación Corporación Educativa 

Milenio Siglo XXI, este no formaría parte y tampoco es miembro; por tanto los actos que 

estas personas puedan suscribir a título personal no lo vincula de forma alguna. 

 

Conforme a lo señalado, de la Partida Registral de la inscripción de la referida asociación 

se verifica que está integrada por José Victor Paz Soldan, Yony Yury Charca y Eliana. 

Lo que es claro, que el propietario no formaba parte de dicha asociación y asimismo de 

la verificación de uno de los recibos de pago, de fecha 15 de enero de 2006, es firmada 

por José Víctor Paz Soldán y no por el propietario, lo que evidencia que él no percibía 

el cobro de la renta por concepto de arrendamiento. Lo que no implica la posibilidad que, 

el propietario pueda otorgar facultades a un tercero para que lo represente y cobre la 

renta; sin embargo tampoco se presentó medio probatorio alguno del poder que faculte 

a esa persona.  

 

Asimismo, el Juez precisó que el demandado Julio Cesar Guillen Tejada en su calidad 

de propietario de la Academia Von Neumann, al acreditar ser arrendatario. Si bien su 

contrato de arrendamiento vencía el día 5 de febrero de 2010; en aplicación de los de lo 

establecido en el artículo 1700 del Código Civil, al haber continuado el arrendatario en 

posesión de las oficinas, se entiende que el contrato ha continuado bajo las misma 

estipulaciones hasta su devolución; por lo tanto, acredita contar con un título válido que 

legitime su posesión. En relación al considerando 5.6, señala lo siguiente “si bien de la 

carta notarial presentada por el demandante a fojas dieciséis, se observa que ha 

requerido la devolución de los bienes sub litis al demandado, esta circunstancia no 

convierte en precario a los demandados”.  
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Sobre el particular, considero dicho criterio adoptado ya ha quedado resuelto tras la 

emisión del Cuarto Pleno Casatorio Civil, puesto que se establecieron diversos criterios 

de carácter vinculante, entre ellos el considerando 5.2, el cual establece lo siguiente: 

“Será caso de título de posesión fenecido, cuando se presente el supuesto previsto por 

el artículo 1704° del Código Civil, puesto que con el requerimiento de la devolución del 

inmueble se pone de manifiesto la voluntad del arrendador de poner fin al contrato. No 

constituirá un caso de título fenecido el supuesto contemplado por el artículo 1700° del 

Código Civil, dado que el solo vencimiento del contrato de arrendamiento no resuelve el 

contrato sino que, por imperio de la ley, se asume la continuación del mismo hasta que 

el arrendador le requiera la devolución del bien. Da esta condición, recién se puede 

asumir que el poseedor ha pasado a constituirse en poseedor por fenecimiento de su 

título”.  

 

De la lectura de este precedente, quisiera dar un comentario de forma general sobre 

este punto ya que si bien es cierto el IV pleno fue publicado de forma posterior a la 

emisión de la sentencia N 18-2013, por el juez especializado en lo civil del Distrito 

Judicial de Arequipa es importante aclarar dicho fundamento dada su relevancia para 

determinar cuándo nos encontramos frente a un poseedor precario.  

 

Siguiendo esta línea de ideas, también pude advertir que en el considerando 5.7 de la 

misma resolución refiere que “el demandante no resulta del todo coherente, pretende 

desconocer las facultades que el señor Yony Yury Charca Vera tenía para arrendar las 

tiendas 01, 02 y 05 del inmueble (…)”. De lo señalado trae consigo un problema principal 

del expediente en materia de desalojo por ocupante precario que es determinar si en 

efecto el demandado cuenta con un título o no que justifique su posesión.  

 

En ese sentido, para  (Gonzales Barrón, y otros, 2014, pág. 200), el desalojo, “(…) es 

un instrumento de tutela que tiende a restituir un bien que se encuentra ocupado por un 

sujeto que carece de título para ello, a su propietario o poseedor mediato. Es decir, la 

pretensión procesal de desalojo es un mecanismo procesal de tutela de la posesión que, 

como tal puede ser actuado tanto por el propietario como el poseedor mediato contra el 

poseedor que no tiene título, sea porque nunca lo tuvo o porque el que tenía ha fenecido 

(artículo 911 del Código Civil).” 

 

Respecto del derecho del derecho de propiedad del titular de la relación jurídica 

procesal, es importante señalar que, Jorge Molina Moumenn conforme se aprecia en la 
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foja 52 a 58 de la Partida Registral N° 01156843, correspondiente al inmueble ubicado 

en la Av. Goyeneche N° 329, sub-Lote A, Sección 1, Tienda N°. Asimismo, en el asiento 

C002, se verifica que es propietario a partir 23 de noviembre de 1998. En relación a la 

copia certifica de la Partida Registral N° 01156857, correspondiente al inmueble ubicado 

en la Av. Goyeneche, Sub – Lote “A”, Sección 8, se verifica a la Oficina N° 2, ubicado 

en el segundo piso, adjudicado el 23 de noviembre de 1998. Finalmente de la Partida 

Registral N° 01156864 el dominio de la oficina N° 5 situada en el segundo piso. Por lo 

tanto, queda acreditado su legitimidad para obrar activa en el presente proceso de 

desalojo por ocupante precario. 

 

Al respecto, el autor (Gonzales Linares, 1987, pág. 331) cita a Martin Wolff para 

definirnos un breve concepto sobre qué se entiende propiedad, “[e]l derecho más amplio 

de señorío que puede tenerse sobre una cosa, que la propiedad no concede las 

facultades libres o exclusivas, sino dentro de ciertos límites fijado a priori por el 

ordenamiento jurídico; que esos límites son impuestos a la voluntad del titular, pero no 

a la propiedad misma.” 

 

Ahora bien, de lo que pude advertir de lo alegado en la contestación de la demanda es 

que el demandado en el punto 2.3 invoca una presunta representación de parte Eliana 

Beatriz Moumenn en favor del propietario Jorge Molina Moumenn por el periodo del año 

2001 hasta el 2008 según indicaría consta en la Ficha Registral N° 19051 inscrita en el 

Registro de Mandatos y Poderes. 

 

Asimismo, en el considerando 2.4 hace mención a un documento credencial de fecha 

01 de junio del 2002, firmado y autorizado por doña Eliana Moumenn y su esposo Jose 

Victor Paz Soldan en el cual se menciona Yony Yury Charca tiene los cargos de Gerente 

de la asociación Corporación Educativa Milenio Siglo XXI y administrador del Edificio 

Av. Goyeneche 329 del Cercado de Arequipa y que en mérito a dichos documentos es 

que suscribe dos contratos y el último con fecha 5 de enero de 2008 que según indica 

estaría vigente; por lo que no se encontraría obligado a la restitución del bien.  

 

Ante lo señalado por el demandado, se desprende que el demandado invoca una 

representación de parte de Eliana Molina; sin embargo, dicho medio probatorio (poder) 

no fue presentado en el proceso, el cual tampoco fue considerado por el juez al momento 

de fundamentar. No obstante ello, menciona además sobre un documento credencial 

del cual se puede advertir que, Eliana Molina y José Paz Soldan autorizarían al señor 

Yony a fin de que administre el bien inmueble Av. Goyeneche 329, lugar donde se ubican 
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la tienda y oficinas del propietario Jorge Molina. 

 

Al respecto, debo señalar que la redacción del escrito por el abogado del demandado 

es confusa. Sin embargo, consultado el código y la doctrina peruana pude hallar que 

estamos ante la figura de la sustitución del presentante (artículo 157 del Código Civil), 

el cual establece que “el representante debe desempeñar personalmente el encargo, a 

no ser que se le haya facultado la sustitución”. En ese entendido el doctor (Torrez 

Vasquez, 2018, págs. 200-201) comenta este artículo y nos precisa que “[n]o está 

permitida la subrepresentación, porque el otorgamiento del poder se basa en la relación 

personal y de confianza que el representado mantiene con el representante, quien está 

obligado a ejercer el poder personalmente, salvo que el representado haya facultado la 

sustitución”. 

 

Por lo que, según indicó el demandado, el propietario le otorgó facultades a Eliana 

Molina para que le represente y que en virtud de ello, se entendería que ella le otorgó 

facultades a Yony Yury Charca para disponer sobre el inmueble del propietario (lo que 

se pudo entender de los fundamentos expuestos por el demandado), pero lo citado 

anteriormente se prescinde que ante esta situación es necesario que el poderdante le 

otorgue facultades expresamente a su representante (principal) pueda delegar 

facultades o nombre a un tercero (representante sustituto). No obstante ello, quiero 

recalcar que el citado autor adicionalmente señala que, la sustitución requiere de “poder 

especial” que faculte al representante para hacer sustituir por otro representante.1 

 

Al respecto, (Vidal Ramirez, 2002, págs. 200-201) establece una diferencia entre poder 

general y especial precisando que “(…) se trata de un poder general que sólo faculta a 

celebrar actos de administración, esto es, actos que no suponen la disposición o 

afectación del patrimonio del representado; y por poder especial, el que se da para uno 

o más actos determinados.” 

 

Aunado a ello, el artículo 156 establece que “para disponer de la propiedad del 

representado o gravar bienes, se requiere que el encargo conste en forma indubitable y 

                                                        
11 La sustitución requiere de poder especial que faculte al representante para hacerse sustituir por otro 
representante (para el representado), es decir, por la sustitución del poder. El representante hace la 
sustitución en nombre de su representado, obligando a este respecto del sustituto y viceversa; o sea, 
por el acto de sustitución, el representante celebra un acto en iguales condiciones que todos los demás 
para los cuales se le otorgó poder y así como puede comprar, vender, hipotecar, etc., a nombre de su 
representado, obligándolo respecto de aquellos con quien contrata, puede también, realizar el acto de 
sustitución por el cual el representado queda directamente obligado en favor del sustituto y este 
respecto de aquel. Al respecto véase: Torres, Aníbal (2018, p. 606) 
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por escritura pública, bajo sanción de nulidad”. De lo agregado y de la verificación del 

documento denominado “credencial” aportado como medio probatorio por el 

demandado a fin de acreditar esta facultad otorgada del propietario Jorge Molina 

Moumenn, se puede advertir que el propietario no le otorgó facultad alguna Eliana 

Molina para que instituya otro representante para el representado o como quedó 

sentado se requiere de un poder especial y más aun tratándose de actos de disposición 

requiere que conste por escritura pública. Otro punto importante, es que ni la misma 

Eliana Molina tenía poder alguno ya que tampoco se adjuntó la citada ficha Registral N° 

19051 del Registro de Mandatos y Poderes que acredite finalmente tal facultad. 

 

Por lo tanto, considero que dicha facultad invocada por el demandado en favor de Yony 

Yury Charca para suscribir los contratos de arrendamiento carece de sustento; ya que 

si bien se indicó que en virtud del documento credencial es que suscribió dos contratos, 

de los cuales uno de ellos de ellos estaría vigente; por lo que, no estaría en la obligación 

de restituir los bienes al propietario. Por lo tanto, lo que quiero manifestar es que no ha 

habido una correcta actuación y valoración de los medios probatorios presentado por el 

demandado por parte del juez y tan solo se limitó a indicar “el propietario pretende a 

desconocer las facultades otorgadas a Yony Yury Charca”.  

 

Adicional a ello, soy de la opinión que el señor Charca se ha atribuido facultades que 

carecía, a fin de suscribir contratos con el demandado como se puede advertir de los 

documentos privados presentados como medios probatorios y de lo alegado por el 

mismo demandado, ya que como se verifica del contenido del referido contrato, la firma 

del propietario no se encuentra prevista, siendo otro punto importante a considerar.  

 

En esa misma línea, el artículo 161 establece que “el acto jurídico celebrado por el 

representante excediendo los límites de las facultades que se le hubiere conferido, o 

violándolas, es ineficaz con relación al representado, sin perjuicio de las 

responsabilidades que resulten frente a éste y a terceros.  

También es ineficaz ante el supuesto representado el acto jurídico celebrado por 

persona que no tiene representación que se atribuye.” 

 

Asimismo, (Vidal, 2002, págs. 226-227) cuando hace referencia sobre las 

consecuencias de la representación sin poder nos precisa que “el acto representativo 

celebrado por el falsus procurator es, pues ineficaz respecto del representado, a quien 

corresponde ratificarlo o no. 

La ineficacia no significa que el acto sea nulo o anulable sino, simplemente, que no 
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despliega sus efectos hacia la esfera jurídica de quien ha sido indebidamente 

representado, por lo que si él no ratifica el acto celebrado por su seudorepresentante, el 

tercero contratante no tiene nada que exigirle y sólo podrá dirigir sus pretensiones contra 

el seudorepresentante, quien además queda obligado por los daños y perjuicios que 

irrogue el tercero contratante o a otros terceros y, aun, al mismo dominus.” 

 

Adicional a ello, (Taboada Córdova, 2002, pág. 298)nos define que entendemos por 

ineficacia de esta manera: “(…) los negocios ineficaces son aquellos que nunca han 

producido efectos jurídicos, o aquellos que habiéndolos producido dejan de producirlos 

posteriormente por la aparición de una causal sobreviniente a la celebración del mismo 

negocio.” 

 

En ese entendido, los efectos del contrato de arrendamiento suscrito entre Yony Yury 

Charca con el demandado, considero que no puede perjudicar al propietario Jorge 

Molina Numen en relación a sus bienes que integran parte de su patrimonio; es decir, el 

negocio jurídico celebrado entre el falso representante y el demandado (arrendatario) 

son válidos y eficaces inter partes; es decir, las partes celebrantes se asignan riesgos 

solo entre ellos. Sin embargo, es ineficaz entre el propietario (supuesto representado) y 

el seudorepresentante, de acuerdo al artículo 161 del Código Civil y la doctrina citada; 

por lo que, no le afectaría tampoco le resta o proyecta una eficacia negativa y económica 

contra de él.  

 

Dicho esto, desde mi perspectiva es que el título ostentado por el demandado en el 

proceso de desalojo no debe ser inoponible para el propietario. Lo que el Juez no ha 

tomado en cuenta para su fundamentación en los considerandos de la sentencia; incluso 

opino que su motivación ha sido insuficiente ya que no hay un mínimo de motivación 

exigible conforme se puede apreciar de la resolución, en tal sentido se debió declarar 

fundada la demanda restituyéndole la posesión de la tienda N°1, oficina 2 y 5; y no la 

improcedencia del mismo. 

 

Ante ello, el jurista (Avendaño Valdez & Avendaño Arana, 2017) define al poseedor 

ilegítimo como, “es quien no tiene derecho a poseer. Contrariamente, poseedor legítimo 

es el que tiene derecho a poseer. Dicho en otras palabras, la posesión es legítima 

cuando se ajusta a derecho”. Sobre el particular, el citado autor nos precisa que se 

puede dar por diversas razones tales como: 1) el que posee sin título 2) el que tiene 

título, pero ha vencido. Ya sea porque estaba sujeto a plazo o porque concluyó por 

resolución o por alguna otra circunstancia 3) el que tiene un título viciado 4) el que tiene 
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un título válido y vigente, pero deriva de una persona que no tenía derecho.  

 

Finalmente, el IV pleno casatorio nos define qué se debe entender por ocupante precario 

en su primer fundamento señalando que “una persona tendrá la condición de precaria 

cuando ocupe un inmueble ajeno, sin pago de renta y sin título para ello, o cuando dicho 

título no genere ningún efecto de protección para quien lo ostente, frente al reclamante, 

por haberse extinguido el mismo. 

 

Sobre la sentencia emitida en Corte Superior de Arequipa: 

En el considerando sexto la Sala Superior establece que “los documentos presentados 

por el codemandado César Guillen Tejada son copias simples de documentos privados 

que por sí mismas no causan convicción en el colegiado, ya que tratándose de 

documentos privados para que produzca eficacia jurídica en el proceso deben ser de 

fecha cierta, tal como lo prescribe el Artículo 245 del Código Procesal Civil (…)”.  

 

El documento es una prueba típica según el artículo 192, inciso 3, del Código Procesal 

Civil, y tiene como finalidad acreditar la información alegada por ambas partes en el 

proceso judicial, lo que le permitirá causar o no convicción en el juez y que le permitirá 

fundamentar su resolución. 

 

Asimismo, el artículo 234 del Código Procesal hace referencia a las clases de 

documentos y establece que “son documentos los escritos públicos o privados, los 

impresos, fotocopias, facsímil o fax, planos, cuadros, dibujos, fotografías, radiografías, 

cintas cinematográficas, microformas tanto en la modalidad de microfilm como en la 

modalidad de soportes informáticos, y otras reproducciones de audio o video, la 

telemática en general y demás objetos que recojan, contengan o representen algún 

hecho, o una actividad humana o su resultado.” 

 

En ese entendido y en concordancia con el artículo 233 nos indica que el documento 

“es todo escrito u objeto que sirve para acreditar un hecho”, nos trae a colación que en 

efecto las fotocopias, también puede ser utilizado para acreditar una situación fáctica en 

el proceso. Ante esta situación, el juez debe estar atento al comportamiento procesal de 

las partes. 

 

De otro lado, cuando una de las partes al no encontrarse conforme con el medio 

probatorio documental presentado por su contraparte ya sea por considerar que los 

mismos sean falsos o nulos pueden cuestionar la veracidad del mismo, así como el 
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artículo 300 del Código Procesal Civil nos precisa que “se puede interponer tacha contra 

los testigos y documentos(…)”. 

 

En mi expediente el demandante presentó una tacha con fecha 3 de febrero de 2012, la 

cual mediante Resolución N° 1, se tuvo por propuesta la tacha a los medios probatorios 

ofrecidos por el demandado. Sin embargo, en la audiencia única, mediante Resolución 

N° 27-2012 fue declarada infundada, principalmente por las siguientes razones: que el 

demandante no ha acompañado medios probatorios a fin de acreditar la falsedad y 

nulidad alegadas; más aún si tampoco si tampoco ha señalado cual sería la formalidad 

esencial omitida en dichos documentos y que la ley prevé bajo sanción de nulidad. 

 

Al respecto, el artículo 256 del Código Procesal regla que “si se tacha o no se reconoce 

una copia o un documento privado original, puede procederse al cotejo de la copia con 

el original o la del documento privado, en la forma prevista para la actuación de la prueba 

pericial en lo que corresponda.” 

 

Así, también discernió la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema en la Casación N° 

3261-2015-Ancash, de fecha 3 de octubre de 2016: 

 

“Noveno: Asimismo, es menester señalar que de una interpretación sistemática de los 

artículos 192, 233 y 234 del Código Procesal Civil, se puede extraer como conclusión 

de que al haberse considerado a los documentos como medios de prueba, calidad que 

ostentan las fotocopias, corresponden que éstas que pretenden acreditar un 

determinado hecho, sean analizadas acuciosamente dentro del proceso en las que se 

incorporen, a la luz de las particularidades que se presenten en cada caso concreto y 

con plena observancia del Derecho al Contradictorio y a los cuestionamientos que se 

hubieren presentado en cuanto a su actuación, entre otros; circunstancias que no han 

sido tomadas en cuenta por el Colegiado Superior pues únicamente se ha limitado a 

sostener que las copias simples no pueden generar convicción en un proceso, salvo que 

se trate de uno de índole laboral.” 

 

Ahora bien, en mi expediente la Sala Superior citó el artículo 245, indicando 

puntualmente que las copias simples carecen de eficacia probatorio, por lo que deberían 

ser de fecha cierta. De una interpretación literal de dicho artículo, regula 

específicamente cuando un documento privado adquiere fecha cierta, lo que no quiere 

decir que se deba incluir a todos los documentos privados ya sea en copia simple para 

que gocen de tal condición; por lo tanto, soy de la opinión que estos documentos 
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privados presentados en el proceso judicial sí tienen eficacia probatoria, a menos que 

sean tachados por la parte interesada o la misma ley le otorgue un requisito esencial. 

 

Finalmente, en relación a los fundamentos expresados en la sentencia de vista, de fecha 

2 de setiembre de 2013, por la Sala Superior, no me encuentro de acuerdo en su 

integridad. En primer lugar, por las razones antes expuestas sobre el documento privado 

carecen de eficacia probatoria. 

 

En segundo lugar, en el escrito de apelación interpuesta por el propietario precisa que 

no hay poder alguno que Eliana Molina Moumenn le haya otorgado a Yony Yury Charca 

para que arriende lo bienes de Jorge Molina Moumenn. Sobre el particular, y ya 

mencionado anteriormente con respecto al medio probatorio de la supuesta 

representación invocada por la parte demandada para negar su condición de precaria, 

bien hizo la Sala Superior al indicar que no se había acreditado la facultad otorgada a 

Eliana Molina Moumenn, por lo que no existiría vínculo alguno con el propietario. 

 

Pero desde mi punto de vista no se pronunció sobre la sustitución representativa de 

Yony Yury Charca ya que finalmente fue él quien suscribió el contrato de arrendamiento 

con el demandado, dada su importancia de esta persona en el presente caso. Por lo 

que no, no se vio reflejada una correcta apreciación en sus fundamentos en base a los 

hechos alegados en la apelación interpuesta por el recurrente; en consecuencia, se 

motivó de forma insuficiente la resolución también en este caso. 

 

Resolución de la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República 

 

Al respecto, me encuentro conforme con lo señalado por la Corte Suprema al citar el IV 

Pleno Casatorio Civil (Cas. N° 2195-2011-Ucayali) establece con lo referido a: “(…) No 

constituirá un caso de título de posesión fenecido el supuesto contemplado por el 

artículo 1700 del Código Civil, dado que el solo vencimiento el contrato de 

arrendamiento no lo resuelve, sino que por imperio de la ley, se asume la continuación 

del mismo hasta condición recién se puede asumir que el poseedor ha pasado a 

constituirse en poseedor precario por fenecimiento de su título. 

 

Asimismo, precisa que “el contrato de arrendamiento de fecha 5 de enero de 2008 se 

consigna en su cláusula segunda como fecha de vencimiento de contrato el 5 de febrero 

de 2010; asimismo, el acta de conciliación es de fecha posterior al contrato de 
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arrendamiento. La conciliación como acto de requerimiento de devolución del inmueble 

arrendado, constituye en un título fenecido y por tanto deviene en precario el poseedor 

deviniendo por tanto en deviene en precario el poseedor deviniendo por tanto en 

amparable la demanda de desalojo por ocupación precaria.” 

 

Sobre el particular, considero que la conciliación extrajudicial también es una forma de 

dilucidar un conflicto de intereses de forma previa a la interposición de la demanda  

donde la parte interesada pone de manifiesto a la otra parte, tratándose de su interés 

para que se le restituya el inmueble que es de su propiedad. Ya que con la invitación a 

la otra parte, éste tomaría conocimiento que el propietario le requiere el bien.  

 

Conclusiones: 

 

- La primera conclusión que quiero arribar es que el demandante presentó tachas 

de los documentos sobre los recibos de pago de la renta por concepto de 

arrendamiento en el escrito, de fecha 3 de febrero, el que no fue advertido por el 

juez y contrario sensu se limitó a indicar que no fueron tachados en su 

fundamentación. 

- con relación al punto 2.2 de problemas identificados, quise dar un comentario 

general, aunque la resolución del a quo de mi expediente haya sido emitida con 

fecha anterior a la publicación del IV Pleno Casatorio Civil, respecto de cuándo 

debe entenderse por fenecido el contrato, con el precedente vinculante queda 

claro que con el requerimiento del bien se entiende la voluntad del arrendador 

de poner fin al contrato, lo que convierte al arrendatario en precario. 

- En relación al título ostentado por el demandado para negar su condición de 

precario, considero que resulta inoponible para el propietario ya que fue suscrito 

por un falsus procurador; sin embargo, dicho contrato de arrendamiento 

celebrado entre el seudorepresentante y el tercero (arrendatario) sería válido y 

eficaz entre ellos. Por lo tanto, opino que el demandado es precario en base al 

análisis realizado. 

- En relación al fundamento que le dio la Sala Superior al artículo 245, en relación 

a si un documento privado en copia simple tiene eficacia probatoria en un 

proceso, considero que sí, a menos que sean tachados por la parte interesada 

a fin de desvirtuar sobre la veracidad de los mismos o cuando la misma ley le 

otorgue algún requisito esencial. 
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